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AMPARO DIRECTO: 230/2026.

QUEJOSA:  ****** ******, 
******** ******* ** 
******* ********.

MAGISTRADA PONENTE: LANDY 
GISELLE BRITO BERNAL.

SECRETARIA: PAULINA 
IGLESIAS MENÉNDEZ.

Ciudad de México, sentencia del Vigésimo Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

correspondiente a la sesión pública ordinaria virtual de diez de 
septiembre de dos mil veintiséis.

V I S T O S los autos para resolver los autos del juicio de 

amparo directo 230/2026, promovido por  ****** ******, 
******** ******* ** ******* ********, por conducto de su 

apoderado legal  ********* ********* *****, contra la 

sentencia de veinticinco de febrero de dos mil veintiséis, 
dictada por la Octava Sala Regional en la Ciudad de México del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en el juicio 

****************.
R E S U L T A N D O S:

PRIMERO. Demanda de amparo directo. ****** ******* 
******** ******* ** ******* ********, por conducto de su 

apoderado legal ********* ********* *****, promovió juicio de 

amparo directo al considerar que la sentencia reclamada vulnera 

sus derechos fundamentales previstos en los artículos 1, 14, 16 y 

17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

en la demanda señaló como autoridad responsable a la Octava 

Sala Regional en la Ciudad de México del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, y como acto reclamado el siguiente:

“IV.- EL ACTO RECLAMADO
La Sentencia dictada por la Autoridad Responsable con 
fecha veinticinco de febrero de dos mil veintiséis, en el 
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Recurso de Reclamación promovido por la quejosa, en 
los autos del Juicio de Nulidad identificado bajo el 
expediente número ****************, interpuesto por la 
impetrante  ****** ******, S.A. DE C.V., en contra 
de la hoy Tercera Interesada DIRECCIÓN GENERAL 
DE MINAS, DE LA SECRETARÍA DE ECONOMÍA, 
cuyos puntos resolutivos son del tenor siguiente:
‘I.- Resultó procedente pero infundado el recurso de 
reclamación intentado, en consecuencia;
II.- Se confirma el acuerdo materia de reclamación;
III.- NOTIFÍQUESE.”.

SEGUNDO. Trámite del juicio de amparo directo. De la 

demanda correspondió conocer a este Vigésimo Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

cuyo magistrado presidente, en acuerdo de veintidós de abril de 

dos mil veintiséis, la registró con el número de expediente 

230/2026; la admitió a trámite; asimismo, se corrió traslado al 

agente del Ministerio Público de la adscripción, quien no formuló 

pedimento.

TERCERO. Turno. Por acuerdo de veintisiete de mayo de 

dos mil veintiséis, se turnó a la ponencia a cargo de la magistrada 

Landy Giselle Brito Bernal, para la elaboración del proyecto de 

resolución correspondiente.

En razón de lo anterior, este Tribunal Colegiado queda 

integrado por el Magistrado Marco Antonio Bello Sánchez 

(presidente), la Magistrada Landy Giselle Brito Bernal y la 

Secretaria en funciones de Magistrada de Circuito Hortencia 

González Ruiz, y;

C O N S I D E R A N D O S:

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Colegiado es 

legalmente competente para resolver este juicio, conforme a lo 

dispuesto en los artículos 1º, 94, primer párrafo; 103, fracción I y 

107, fracciones I, II, III, inciso a); V, inciso b), VI y XI de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 

fracción I; 2º, 33, fracción II; 34 y 170, fracción I, de la Ley de 
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Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 

fracción IV y 35, fracción I, inciso b); 37, 210 y 211 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Este Tribunal Colegiado resulta competente para conocer 

del presente juicio, toda vez que el acto reclamado lo constituye 

una resolución definitiva, dictada por la Octava Sala Regional en 

la Ciudad de México del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, con residencia en la circunscripción territorial que 

comprende el circuito judicial de este Tribunal Colegiado. 

SEGUNDO. Legitimación. El amparo directo fue promovido 

por parte legítima, pues lo hace valer la parte actora en el juicio de 

origen, ****** ******* ******** ******* ** ******* ********* 

por conducto de su apoderado legal  ********* ********* 
*****, personalidad que se le reconoce en términos de los 

artículos 5, fracción I, 6 y 11, párrafo segundo, de la Ley de 

Amparo.

TERCERO. Oportunidad. El amparo se promovió dentro del 

plazo de quince días que señala el artículo 17, párrafo primero, de 

la Ley de Amparo, en atención a que la sentencia reclamada se 

notificó a la parte quejosa, a través de boletín jurisdiccional, el 
cuatro de marzo de dos mil veintiséis, por lo que surtió sus efectos 

al tercer día hábil siguiente, esto es, el nueve de marzo del 

presente año, conforme a lo dispuesto en el cuarto párrafo del 

artículo 651 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo.

1 Artículo 65.- Las notificaciones a los particulares y a las autoridades en el juicio deberán 
realizarse por medio del Boletín Jurisdiccional, enviándose previamente un aviso electrónico 
a su dirección de correo electrónico o dirección de correo electrónico institucional según sea 
el caso, de que se realizará la notificación, a más tardar el tercer día siguiente a aquél en 
que el expediente haya sido turnado al actuario para ese efecto. El aviso de notificación 
deberá ser enviado cuando menos con tres días de anticipación a la publicación del acuerdo, 
resolución o sentencia de que se trate en el Boletín Jurisdiccional. 
(…)
La notificación surtirá sus efectos al tercer día hábil siguiente a aquél en que se haya 
realizado la publicación en el Boletín Jurisdiccional o al día hábil siguiente a aquél en que las 
partes sean notificadas personalmente en las instalaciones designadas por el Tribunal, 
cuando así proceda, en términos de lo establecido por el artículo 67 de esta Ley.
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Por lo que el plazo para promover el juicio de amparo 

transcurrió conforme al artículo 18 de la Ley de Amparo2, del diez 

al treinta y uno de marzo de dos mil veintiséis, al excluir los días 

sábados y domingos catorce, quince, veintiuno, veintidós, 

veintiocho y veintinueve, así como lunes dieciséis, todos de marzo 

de la citada anualidad, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 19 de la Ley de Amparo y 229 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación.

Por tanto, si la demanda de amparo fue presentada el 

veinticuatro de marzo de dos mil veintiséis, es evidente que 

resulta oportuna.

CUARTO. Precisión y existencia del acto reclamado. Con 

fundamento en el artículo 74, fracciones I y III, de la Ley de 

Amparo, se precisa el acto reclamado en el presente juicio, ya que 

las sentencias deben contener su fijación clara y precisa, así 

como la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o 

no por demostrados; resulta aplicable al caso la tesis aislada 

P.VI/20043, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 

El acto reclamado en el presente juicio es la sentencia de 
veinticinco de febrero de dos mil veintiséis, dictada en el 

expediente del juicio contencioso administrativo  ***************

*, del índice de la Octava Sala Regional en la Ciudad de México 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, cuya existencia se 

demostró con el informe justificado que rindió la magistrada 

presidente de la Sala aludida, en términos del artículo 178, 

fracción III, de la Ley de Amparo.

La certeza sobre la existencia de los actos también se 

2 Artículo 18. Los plazos a que se refiere el artículo anterior se computarán a partir del día 
siguiente a aquél en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso del 
acto o resolución que reclame o a aquél en que haya tenido conocimiento o se ostente sabedor 
del acto reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la fracción I del artículo anterior en el que 
se computará a partir del día de su entrada en vigor.
3 “ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA 
SENTENCIA DE AMPARO.” (Novena época. Del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. tomo XIX, abril de 2004, página 255, registro 181810). 
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acredita con los originales del juicio contencioso administrativo 

****************; documentales públicos que gozan de valor 

probatorio pleno en términos de los artículos 93, fracción II; 129, 

130 y 202, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria a la Ley de Amparo, conforme al artículo 2º, 

segundo párrafo, del último ordenamiento mencionado.

QUINTO. Estudio. Previo al análisis de los conceptos de 

violación formulados por la parte quejosa, este tribunal colegiado 

considera pertinente exponer las razones por las cuales la sala 

responsable confirmó el auto recurrido.

La parte quejosa demandó la nulidad de la resolución de 

Cancelación del Título de concesión, contenida en el oficio ****, 

de veintiséis de octubre de dos mil diecisiete, atribuida a la 

Dirección General de Minas de la Secretaría de Economía, en la 

que determinó cancelar el título de concesión número  ******, 

correspondiente al lote minero denominado “******* * ”, del 

cual es titular la quejosa.

Sostuvo que, el acto que se pretende impugnar no 

constituye una resolución definitiva, pues no se trata del producto 

final o la voluntad definitiva de la Administración Pública Federal, 

toda vez que, de lo dispuesto en el artículo 108, primer párrafo, 

del Reglamento de la Ley Minera, se advierte que, en contra de 

las resoluciones dictadas por la Secretaría de Economía con 

motivo de la aplicación de la Ley de Minería, así como de su 

Reglamento, procede el recurso de revisión, el cual se 

substanciará en los términos y condiciones previstos por la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo.

Argumentó que, el acto que pretende impugnar no tiene el 

carácter de definitivo, de conformidad a lo establecido en el 

artículo 2, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, pues no agotó el procedimiento 

previsto en el artículo 108, primer párrafo, del Reglamento de la 
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Ley Minera, por lo que no se actualiza la procedencia del juicio 

contencioso administrativo y procede su desechamiento.

Refirió que, en el caso la parte actora impugnó una 

resolución que no encuadra dentro de las hipótesis de 

procedencia del juicio de nulidad, específicamente porque no se 

cumple con el requisito sine qua non para considerar una 

resolución como definitiva, el cual consiste en que, las 

resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan 

recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea 

optativa.

Explicó que, la optatividad para interponer el recurso 

administrativo antes de instar la vía judicial se actualiza, por lo 

general, única y exclusivamente en el caso de que la propia 

legislación aplicable prevea expresamente más de una alternativa 

para impugnar determinado acto, es decir, que en la ley se 

establezca la posibilidad de que contra ese acto proceda, ya sea 

el recurso administrativo, o bien, directamente la vía judicial.

Adujo que de una interpretación sistemática tanto del 

artículo 108, del Reglamento de la Ley Minera que es la 

legislación que se cita en el acuerdo impugnado, así como al 

diverso 59, de la Ley de Minería que es el dispositivo legal que el 

accionante solicita le sea aplicado, pues advierte que contra las 

resoluciones dictadas por la Secretaría procede el recurso de 

revisión y para su tramitación se deberán de observar los términos 

y condiciones establecidos por la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, sin que ninguna de las dos legislaciones prevea la 

posibilidad de promover algún otro medio de defensa.

Manifestó que, de todo lo anterior, se confirma la 

improcedencia del juicio, pues tanto el Reglamento de la Ley 

Minera, así como la Ley de Minería contemplan la procedencia del 

recurso de revisión en contra de las resoluciones dictadas por la 

Secretaría con motivo de la aplicación de la Ley y el Reglamento, 
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el cual se substanciará en los términos y condiciones establecidos 

por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, sin que el 

legislador hubiese planteado la posibilidad de interponer 

optativamente otro medio de defensa que no fuese el recurso de 

revisión.

Dicho lo anterior, con fundamento en el artículo 76 de la Ley 

de Amparo, el análisis de los argumentos que conforman los 

conceptos de violación se hará de manera conjunta, dada su 

estrecha relación, sin que ello implique una trasgresión a los 

principios de congruencia y exhaustividad que rigen las 

sentencias que se dicten en los juicios de amparo y en los 

recursos que de éste deriven, pues se atenderán a la totalidad de 

los puntos de la controversia planteada y a la causa de pedir que 

de ellos se advierte.

En el primer concepto de violación, la quejosa sostiene que, 

la sala responsable al dictar sentencia dejó de atender los 

principios de exhaustividad y congruencia previstos en el artículo 

50, segundo párrafo de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, los cuales establecen la obligación de 

resolver todas las cuestiones efectivamente planteadas, sin 

embargo, incumplió con tales principios, al no resolver los 

argumentos vertidos por la impetrante en el primer agravio del 

recurso de revisión, consistentes en que, se aplique e interprete 

debidamente lo dispuesto por el artículo 59 de la Ley de Minería, 

con relación a los artículos 83 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, y 8, fracción VI de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, y consecuentemente, se admita a 

trámite la demanda de nulidad.

Argumenta que la sala se limitó a reiterar los argumentos 

esgrimidos por el Magistrado Instructor en auto de treinta de 

octubre de dos mil veinticinco, en el que medularmente determinó 

desechar la demanda del juicio contencioso administrativo 

promovido por la quejosa, en virtud de que a su consideración, la 
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Resolución de Cancelación del Título de concesión no tiene el 

carácter de una resolución definitiva impugnable en el juicio 

contencioso administrativo federal, conforme al artículo 3, 

penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, requisito sine qua non para la procedencia 

de ese procedimiento. 

Refiere que la sala determinó que, no constituye una 

resolución definitiva, en tanto no se trata del producto final o la 

voluntad definitiva de la Administración Pública Federal, toda vez 

que de acuerdo con el artículo 108, primer párrafo del Reglamento 

de la Ley Minera, en contra de las resoluciones dictadas por la 

Secretaría de Economía con motivo de la aplicación de la Ley de 

Minería, procede el recurso de revisión, el cual se substanciará en 

los términos y condiciones previstos en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo.

Explica que, el hecho de citar la disposición, de forma 

genérica, sin especificar la fracción o párrafo que se aplica, viola 

en perjuicio de la impetrante la garantía de seguridad jurídica 

consagrada en la primera parte del primer párrafo del artículo 16 

constitucional, que obliga a las autoridades a fundamentar sus 

actos.

Aduce que, la responsable no toma en consideración, que la 

resolución de cancelación de la concesión minera, si constituye un 

acto definitivo, al poner fin a un expediente o procedimiento de 

cancelación, que instruyó la propia autoridad en contra de la 

quejosa.

Manifiesta que, la resolución que cancela una concesión, 

debe considerarse definitiva, ya que en términos del artículo 3, 

fracción XII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, constituye el producto final o la voluntad definitiva 

de la Administración Pública, al dictarse para poner fin al 

procedimiento de cancelación de la citada concesión minera.
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Señala que, la resolución dictada en el procedimiento de 

cancelación que instruyó la tercero interesada en contra de la 

impetrante, constituye un acto definitivo, el cual, puede ser 

impugnado a través del recurso de revisión o ante el Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, contrario a lo sostenido por la 

sala responsable, en términos del segundo párrafo del artículo 3 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

Afirma que, la omisión de la Ley de Minería en su artículo 

59, de no contemplar el procedimiento contencioso administrativo 

como alternativa al recurso de revisión previsto en aquélla, 

conduce a estimar válido el empleo del método de integración 

normativa por analogía, cuyo mecanismo radica en plantear para 

el supuesto de hecho no previsto en la ley, la imputación de una 

consecuencia jurídica externa proveniente de regulaciones 

similares, principios generales del derecho e incluso, la equidad. 

Expone que, las resoluciones dictadas en un procedimiento 

administrativo por la Dirección General de Minas pueden ser 

combatidas a través del recurso de revisión o bien en la vía 

jurisdiccional que corresponda, esto es, por medio del juicio 

contencioso administrativo federal, en términos de los preceptos 

citados.

Alega que del artículo 59 de la Ley de Minería, se advierte el 

verbo “podrá”, refiriéndose a la interposición del recurso de 

revisión que prevé o del juicio contencioso administrativo, que es 

empleado como un potestativo de voluntad del sujeto, y la 

conjunción disyuntiva “o” como la alternativa entre los dos medios 

de impugnación; ello trae como consecuencia que el particular 

puede optar por la interposición de uno u otro, según convenga a 

sus intereses, por lo que no es obligatorio agotar el recurso en 

sede administrativa antes de acudir ante al Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa de la citada entidad a promover el 

mencionado juicio. 
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Plantea que, la responsable no examinó y 

consecuentemente no se pronunció respecto a los argumentos 

expresados por la impetrante en el primer agravio que hizo valer 

al interponer el recurso de reclamación, limitándose a sostener el 

criterio emitido por el magistrado instructor, faltando a los 

principios de congruencia y exhaustividad previstos en el artículo 

50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo.

En otro sentido, en el segundo concepto de violación 

sostiene que, la Ley de Minería, antes Ley Minera, tiene mayor 

jerarquía que el Reglamento de la misma, en consecuencia, es 

inconcuso afirmar, que la sala responsable, en lugar de aplicar el 

artículo 108 del Reglamento de la Ley Minera, debió aplicar, 

atendiendo al principio de jerarquía de la ley establecido en el 

precepto constitucional precitado, el artículo 59 de la Ley de 

Minería.

Argumenta que, esta disposición, establece que las 

resoluciones que dicten las autoridades demandadas, en 

aplicación de la Ley y su Reglamento, sin hacer distinción alguna, 

podrán ser recurridas conforme a la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo.

Refiere que, la omisión de la Ley de Minería (antes Ley 

Minera) en su artículo 59, de no contemplar el procedimiento 

contencioso administrativo como alternativa al recurso de revisión 

previsto en aquélla, pero si remite expresamente a la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo, conduce a estimar válido el 

empleo del método de integración normativa por analogía, cuyo 

mecanismo radica en plantear para el supuesto de hecho no 

previsto en la ley, la imputación de una consecuencia jurídica 

externa proveniente de regulaciones similares, principios 

generales del derecho e incluso, la equidad. 
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Explica que, los interesados afectados por resoluciones 

administrativas podrán elegir entre interponer el recurso de 

revisión o acudir directamente al juicio contencioso administrativo 

federal.

Aduce que, la interposición del recurso de revisión a que se 

refiere el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, en relación con el diverso 59 de la Ley de Minería, 

es de carácter optativo, por tanto, es evidente que en contra de la 

resolución impugnada es procedente el juicio de nulidad.

Manifiesta que, es procedente el juicio de nulidad cuando 

las autoridades administrativas pongan fin a un procedimiento 

administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en el 

caso, la resolución impugnada en el juicio de nulidad consiste en 

la cancelación de la concesión minera, la cual debe considerarse 

como definitiva, ya que, con esa resolución, la autoridad 

demandada culminó el procedimiento de cancelación 

correspondiente.

Finalmente, señala que, en el artículo 8, fracción VI, de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 

advierte que el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa será improcedente cuando exista un recurso o 

medio de defensa previo, salvo que la interposición sea optativa.

Afirma que, el artículo 59 de la Ley de Minería señala que, 

las resoluciones emitidas por la Secretaría de Economía en 

aplicación a dicha ley podrán ser recurridas conforme a la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, lo que implica que el 

recurso administrativo de revisión no es obligatorio, sino una 

opción disponible para el particular.

Expone que, esta interpretación se refuerza con el artículo 

83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, el cual 

dispone que los interesados afectados por resoluciones 
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administrativas podrán elegir entre interponer el recurso de 

revisión o acudir directamente a la vía jurisdiccional 

correspondiente, siempre que el acto impugnado ponga fin al 

procedimiento.

Los anteriores argumentos resultan fundados.

Para dar solución a los argumentos de la quejosa, conviene 

traer a estudio los artículos 8, fracción VI, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, 83 de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo, 59 de la Ley de Minería y 108 

del Reglamento de la Ley Minera, que disponen lo siguiente:

Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo.

“ARTÍCULO 8o.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal 
en los casos, por las causales y contra los actos siguientes:
(…)
VI. Que puedan impugnarse por medio de algún recurso o 
medio de defensa, con excepción de aquéllos cuya 
interposición sea optativa.”

Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

“Artículo 83.- Los interesados afectados por los actos y 
resoluciones de las autoridades administrativas que pongan 
fin al procedimiento administrativo, a una instancia o 
resuelvan un expediente, podrán interponer el recurso de 
revisión o, cuando proceda, intentar la vía jurisdiccional que 
corresponda. 
En los casos de actos de autoridad de los organismos 
descentralizados federales, de los servicios que el Estado 
presta de manera exclusiva a través de dichos organismos y 
de los contratos que los particulares sólo pueden celebrar 
con aquéllos, que no se refieran a las materias excluidas de 
la aplicación de esta Ley, el recurso de revisión previsto en 
el párrafo anterior también podrá interponerse en contra de 
actos y resoluciones que pongan fin al procedimiento 
administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente.”

Ley de Minería.

“Artículo 59. Las resoluciones que dicte la Secretaría con 
motivo de la aplicación de la presente Ley y su Reglamento, 
podrán ser recurridas conforme a lo dispuesto por la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo.”
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Reglamento de la Ley Minera.

“ARTÍCULO 108.- Contra las resoluciones dictadas por la 
Secretaría con motivo de la aplicación de la Ley y este 
Reglamento procede el recurso de revisión, el cual se 
substanciará en los términos y condiciones establecidos por 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.
Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que 
quede firme la resolución del recurso, la Secretaría deberá 
proceder, en su caso, a expedir el título de concesión por lo 
solicitado o por la porción de terreno que resulte libre, o 
bien, efectuará las correcciones conducentes en el título 
respectivo, sin perjuicio de que se apliquen las sanciones 
administrativas que procedan.”

Del artículo 8, fracción VI, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo se advierte que el juicio 

ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa será 

improcedente cuando el acto pueda impugnarse mediante algún 

recurso o medio de defensa previo, salvo que su interposición sea 

optativa.

Por otra parte, el artículo 83 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo dispone que los interesados 

afectados por actos o resoluciones administrativas que pongan fin 

al procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un 

expediente podrán elegir entre interponer el recurso de revisión o 

acudir directamente a la vía jurisdiccional correspondiente.

En este sentido, el artículo 59 de la Ley de Minería señala 

que las resoluciones emitidas por la Secretaría de Economía con 

motivo de la aplicación de dicha ley y de su reglamento podrán 

ser recurridas conforme a la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo. 

El empleo de la expresión “podrán ser recurridas”, en 

relación con el derecho de elección reconocido en el artículo 83 

de este último ordenamiento, implica que el recurso administrativo 

no es obligatorio, sino una opción disponible para el particular 

afectado.
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Por su parte, del artículo 108 del Reglamento de la Ley 

Minera se advierte que contra las resoluciones dictadas por la 

Secretaría con motivo de la aplicación de la Ley y del propio 

Reglamento procede el recurso de revisión, cuya sustanciación 

debe sujetarse a los términos y condiciones establecidos en la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

La remisión expresa que el artículo 108 del Reglamento 

efectúa a la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

comprende el derecho de opción previsto en el artículo 83 de esta 

última. 

Por tanto, el hecho de que aquel precepto reglamentario 

establezca que contra las resoluciones de la Secretaría “procede 

el recurso de revisión” no significa que su interposición sea 

obligatoria ni que deba agotarse antes de acudir al juicio 

contencioso administrativo, únicamente reconoce la procedencia 

de ese medio de defensa en sede administrativa y dispone que, 

cuando el particular decida interponerlo, su tramitación deberá 

regirse por la legislación federal mencionada.

Además, ni el artículo 59 de la Ley de Minería ni el artículo 

108 de su Reglamento establecen un catálogo limitado de 

resoluciones contra las cuales proceda el recurso de revisión, ni 

disponen que este medio de defensa únicamente pueda 

interponerse contra determinadas resoluciones específicas; por el 

contrario, ambos preceptos se refieren, en términos generales, a 

las resoluciones dictadas por la Secretaría con motivo de la 

aplicación de la Ley y de su Reglamento.

En ese contexto, la resolución mediante la cual se cancela 

una concesión para la exploración minera se encuentra 

comprendida en dichos supuestos normativos, pues constituye un 

acto emitido por una autoridad administrativa en aplicación de la 

legislación minera. 
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Asimismo, se trata de una resolución definitiva, ya que 

decide de manera concluyente la situación jurídica del 

concesionario, afecta directamente su interés jurídico y extingue 

los derechos derivados del título de concesión.

De esta manera, la resolución de cancelación pone fin al 

procedimiento administrativo correspondiente y resuelve 

definitivamente el expediente relativo a la concesión; por ello, se 

ubica en los supuestos previstos por el artículo 83 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo y puede ser impugnada, 

a elección del particular afectado, mediante el recurso de revisión 

en sede administrativa o directamente a través del juicio 

contencioso administrativo.

Dicho lo anterior, le asiste la razón a la quejosa al sostener 

que la sala realizó un análisis indebido de los preceptos 

previamente citados.

Lo anterior es así, ya que, como se advierte del artículo 83 

de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la parte 

afectada puede optar entre interponer el recurso de revisión o 

acudir directamente al juicio contencioso administrativo, sin que el 

agotamiento de la instancia administrativa constituya una 

condición para la procedencia de la vía jurisdiccional.

Por tanto, la sala debió analizar la procedencia del juicio de 

nulidad conforme a los supuestos establecidos en el artículo 3 de 

la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en 

lugar de confirmar el desechamiento con base en la supuesta falta 

de agotamiento de los recursos administrativos, pues, como se 

explicó, dicho supuesto no se actualiza.

Sirve de apoyo la jurisprudencia 139/99 de la extinta 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Novena Época, registro digital 191656, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguiente: 
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“REVISIÓN EN SEDE ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 83 
DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO ESTABLECE LA OPCIÓN DE 
IMPUGNAR LOS ACTOS QUE SE RIGEN POR TAL 
ORDENAMIENTO A TRAVÉS DE ESE RECURSO O 
MEDIANTE EL JUICIO SEGUIDO ANTE EL TRIBUNAL 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN.
De la interpretación literal y sistemática de lo dispuesto en 
los artículos 83 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo y 11, fracción XIII, de la Ley Orgánica del 
Tribunal Fiscal de la Federación, así como de los 
antecedentes históricos que informan a este último numeral, 
se colige que al hacerse referencia en el primero de los 
preceptos mencionados a las "vías judiciales 
correspondientes" como instancia para impugnar los actos 
emitidos por las respectivas autoridades administrativas, el 
legislador tuvo la intención de aludir a un procedimiento 
seguido ante un órgano jurisdiccional, con independencia de 
que éste sea de naturaleza judicial, y cuyo objeto tenga 
afinidad con el recurso de revisión en sede administrativa, el 
cual se traduce en verificar que los actos de tales 
autoridades se apeguen a las diversas disposiciones 
aplicables; por otra parte, de lo establecido en el citado 
precepto de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la 
Federación, se deduce que a través de él se incluyó dentro 
del ámbito competencial del referido tribunal el conocimiento 
de las controversias que surjan entre los gobernados y las 
autoridades administrativas cuya actuación se rige por la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo, sin que se 
condicionara la procedencia del juicio contencioso 
administrativo al agotamiento del citado recurso, máxime 
que la interposición de éste es optativa. En ese contexto, se 
impone concluir que los afectados por los actos y 
resoluciones de las autoridades administrativas que se rijan 
por ese ordenamiento, que pongan fin al procedimiento 
administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, 
tienen la opción de impugnarlos a través del recurso de 
revisión en sede administrativa o mediante el juicio 
contencioso administrativo ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación; destacando que dentro de las vías judiciales 
correspondientes a que hizo referencia el legislador en el 
mencionado artículo 83 no se encuentra el juicio de 
garantías dado que, en abono a lo anterior, constituye un 
principio derivado del diverso de supremacía constitucional 
que las hipótesis de procedencia de los medios de control 
de constitucionalidad de los actos de autoridad, únicamente 
pueden regularse en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos o en la ley reglamentaria que para 
desarrollar y pormenorizar esos medios emita el legislador 
ordinario.”
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Como se advierte de la jurisprudencia citada, el artículo 83 

referido otorga a los gobernados la opción de interponer el 

recurso de revisión en sede administrativa o, en su caso, acudir 

directamente al juicio de nulidad.

No obstante, la sala del conocimiento omitió analizar este 

razonamiento y se limitó a señalar que el recurso previsto en el 

artículo 59 de la Ley de Minería era de interposición obligatoria, lo 

que resulta incorrecto, tal conclusión también desconoce que el 

artículo 108 del Reglamento de la Ley Minera remite 

expresamente a las reglas de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, entre las cuales se encuentra el derecho del 

particular de elegir la vía mediante la cual controvertirá la 

resolución administrativa definitiva.

Asimismo, la sala dejó de considerar que la Ley de Minería y 

su Reglamento no establecen que el recurso de revisión deba 

interponerse únicamente contra determinadas resoluciones, ni 

excluyen de su ámbito de aplicación las resoluciones que 

cancelen concesiones mineras. 

Por consiguiente, la cancelación de la concesión para 

exploración minera, al constituir un acto de autoridad 

administrativa que afecta el interés jurídico de su titular, extingue 

los derechos derivados de la concesión y resuelve definitivamente 

su situación jurídica, tiene el carácter de resolución definitiva 

susceptible de impugnarse directamente ante el Tribunal.

En consecuencia, correspondía determinar si se 

actualizaban los supuestos de competencia establecidos en el 

artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa.

Por tanto, el desechamiento de la demanda por la supuesta 

falta de definitividad resulta incorrecto, ya que el marco normativo 

aplicable reconoce el derecho del afectado a impugnar 
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directamente el acto ante el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, sin exigir el agotamiento de un medio de defensa 

previo como condición para la procedencia del juicio.

Así, acorde a lo fundado de los conceptos de violación 

materia de análisis en el presente considerando, lo que procede 

es conceder el amparo y la protección de la Justicia Federal en 

favor de la parte quejosa, para los efectos siguientes:

I. Deje insubsistente la sentencia reclamada. 

II. Emita una nueva resolución en la que deje de considerar 

improcedente el juicio de nulidad, por las razones expuestas en 

esta ejecutoria.

Por lo expuesto y fundado se 

R E S U E L V E :

ÚNICO. La justicia de la unión AMPARA Y PROTEGE a 

****** ******* ******** ******* ** ******* ********, contra la 

sentencia de veinticinco de febrero de dos mil veintiséis, 

emitida en el juicio de nulidad ****************, del índice de la 

Octava Sala Regional en la Ciudad de México del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa.

Notifíquese; con testimonio de esta sentencia, devuélvanse 

los autos a su lugar de origen, regístrese la ejecutoria en términos 

del Acuerdo General del Pleno del extinto Consejo de la 

Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de 

actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el quince de enero de dos mil 

quince; y, en su oportunidad, archívese el expediente en que se 

actúa.

De conformidad con el numeral 21 del Acuerdo General 
del Pleno del Órgano de Administración Judicial por el que se 

expiden los Lineamientos para la Organización y Administración 
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del Archivo Generado por Órganos Jurisdiccionales del Poder 

Judicial de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el veinticuatro de junio de dos mil veintiséis, el 

presente asunto será destruible, previa devolución de 

documentos originales en su caso, y la verificación de la debida 

integración del expediente judicial electrónico relativo, conforme 

al Acuerdo General en materia de expediente electrónico.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvió el Vigésimo 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, que integran el Magistrado Presidente Marco Antonio 
Bello Sánchez, la Magistrada Landy Giselle Brito Bernal y la 

licenciada Hortencia González Ruiz, Secretaria en Funciones de 

Magistrada de Circuito, autorizada mediante oficio 

SEADS/686/2026, de veinticinco de marzo de dos mil veintiséis, 

suscrito por el Secretario Ejecutivo de la Comisión de Adscripción 

del Órgano de Administración Judicial, ante la secretaria del 

tribunal. Fue ponente la segunda de los nombrados.

Firman los integrantes de este tribunal colegiado con la 

secretaria que autoriza y da fe.

MAGISTRADO PRESIDENTE
(Firma electrónica)

MARCO ANTONIO BELLO SÁNCHEZ

MAGISTRADA PONENTE
(Firma electrónica)

LANDY GISELLE BRITO BERNAL

SECRETARIA EN FUNCIONES DE MAGISTRADA 
(Firma electrónica)

HORTENCIA GONZÁLEZ RUIZ

SECRETARIA 
(Firma electrónica)

PAULINA IGLESIAS MENÉNDEZ
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COTEJÓ: PAULINA IGLESIAS MENÉNDEZ 

La suscrita licenciada Paulina Iglesias Menéndez, 
secretaria del Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, HACE CONSTAR: que el 
presente asunto a cargo de la Magistrada Landy Giselle Brito 
Bernal, se falló el diez de septiembre de dos mil veintiséis, 
siendo firmado el once del mes y año en curso y entregado a la 
secretaría de acuerdos en esa fecha para su debido despacho. 
Conste.

PAULINA IGLESIAS MENÉNDEZ

*Vivian.

diez de septiembre de dos mil veintiséis
En cumplimiento a lo ordenado en la presente sentencia se ´giró el oficio 

17518/2026. Conste.
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21 73 47 06 63 1a 4c 96 bb 52 33 fe 2b e9 83 ac
76 31 42 ee 40 88 4e dc 9f 3b 56 98 3a 53 c5 43
22 80 2c 30 41 9c 50 15 33 89 f6 1a 65 c9 bd 01
f5 6c 25 ba 23 9e 78 b0 32 91 45 ec e8 dc d3 e7
ff c6 51 49 b4 f3 40 51 d6 10 99 77 71 45 55 45
7c 0a 13 16 c1 b3 0b a8 38 77 1f 87 64 6a 12 60
68 52 1c 2c 76 17 cd 18 8d 00 5c 15 1e 08 16 06
af 4b 42 43 ca af 0f 92 06 d0 47 4d d1 80 f0 50
60 5d f4 ad 23 e5 62 f2 e8 71 7e 3b 53 d6 cc 33
c2 42 91 a2 d6 8c 34 5f f8 ea 24 c5 23 60 42 3f
43 34 d2 e9 7b 87 05 34 fd da 02 af a1 0c 56 1c
7f 3e d2 2f 70 00 5d 44 4f 7e bb 9e ef 14 2f 02
c5 b3 51 ff 36 71 4d 88 a4 fa 93 61 47 5d bb 7c

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 11/09/26 19:15:29 - 11/09/26 13:15:29

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.62.1b

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 11/09/26 19:15:30 - 11/09/26 13:15:30

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 205497376

Datos estampillados: mc6oLfhPUT1zB+FiYHAkkIsJogg=
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FIRMANTE
Nombre: HORTENCIA GONZALEZ RUIZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.48.0f Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

11/09/26 19:44:23 - 11/09/26 13:44:23 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

d1 83 71 89 00 d8 f6 f1 91 cb 8b 5b 64 fb 34 42
ce 1a 3b c6 1a c5 a9 f9 fa d5 33 30 b9 b9 6b a1
6a b3 47 69 af d7 f2 15 76 7b 75 14 98 17 02 9d
5a c6 bb 2a 8c 13 23 2f a5 b8 b6 f9 07 96 a5 c6
0a b9 81 6e a5 ef 41 d7 51 c8 9c 07 95 40 41 e6
68 f0 a3 8b 79 ae f3 ff 35 08 61 2b d9 45 77 6d
09 8a c3 91 bc 37 e7 4a 15 9b 42 6f db e0 12 aa
f1 46 da 37 78 6a b6 26 a8 ab f8 26 dc 5a c2 c8
f1 08 42 76 ee ef 81 bd 1f 22 58 60 c6 c2 21 cd
88 75 94 5a f5 a2 02 33 a5 72 bd ee d8 60 ab 79
1f 43 de 48 88 b3 02 78 02 93 1d f3 d5 fa bc 8d
3a d0 24 b2 5f 7b 33 b5 25 ef 10 98 d5 c6 d8 16
45 26 ac 9e da c8 d8 61 0b d5 3b de ed de a3 9b
83 21 4f 05 27 ec 66 37 3c f0 ff 4d 84 fd c0 9a
aa ac 70 f0 5b 81 00 e0 7f 1a df 6f 70 f7 68 b8
7b c8 59 60 7c c7 43 ad 65 86 06 ce 40 94 9a 81
17 11 0b 75 bf f4 98 83 4d 36 94 1c e6 b5 61 f7
d1 b8 c4 f8 2b 65 cc 99 e7 b7 16 d1 1f 96 fc fe
a4 0a 8b ec 9d f0 a3 ef 79 dd b2 8d 2e 23 45 e2
a6 8c f6 a3 01 f6 d0 a8 f0 fe 06 bc eb 1b d1 ee
73 7f e1 96 b2 b5 ec 6a 55 39 d6 3a f3 9b 3a c1
54 fa 03 db 6d 6d 7f 4c 27 ed 2c 91 24 15 d6 5c
97 5a 3b 9e 2c 69 ee 02 66 3c 8c bd 28 95 e7 10
67 bb 92 c1 f4 e8 fb 8b fb 23 a7 82 cf 7f 8c 34

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 11/09/26 19:44:23 - 11/09/26 13:44:23

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.48.0f

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 11/09/26 19:44:23 - 11/09/26 13:44:23

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 205536528

Datos estampillados: ZxLjD8eaUc5PBr3Vqd4MWi7/cnM=
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FIRMANTE
Nombre: MARCO ANTONIO BELLO SÁNCHEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.48.18 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

11/09/26 20:22:58 - 11/09/26 14:22:58 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

a6 5e 28 0a a1 87 20 55 ef 87 1b 3d 40 3c dd 53
98 f1 a8 8b 69 b9 39 d6 22 fd bf f9 9e e9 6a f2
5b 43 94 c2 49 e4 80 69 c6 e8 6f 5c 1c bd 9e ce
ac 68 ce 9a 70 9b e4 50 86 bc 53 ec 7f c9 71 d0
87 c8 a9 ad 52 4b 2d 41 cc 90 4c e8 5d f5 26 42
74 be 82 9f 38 db 58 be 86 67 6f fb e1 a4 3d 35
cc ec c4 58 ff 06 5a 49 fb 03 8c 07 33 1a 7c af
8a b5 c2 46 d0 03 74 60 f5 97 62 41 7b 70 d6 2a
e8 72 58 f7 11 c2 1a d1 c9 d8 63 0c 72 f7 f2 2f
b5 f9 80 ce dd a8 c4 66 dc b4 68 2b 62 fb 53 d1
40 21 2b 75 6d 75 4a a1 d7 b9 65 ee 4e 8f 78 7f
e7 4a 0e 0c b7 1b 13 18 83 99 60 83 06 24 46 21
9f 4e 97 d0 22 99 a4 79 4a 31 97 8d cd 58 64 a5
a2 98 af cd 06 5d 37 6b 47 ee 24 f9 63 42 a8 2e
6a 3f f2 f7 17 c6 c3 ec d0 83 93 d4 97 3d e3 46
5b de 9d eb 88 74 89 62 27 f6 0a ab de 5b 00 a2
9b 95 60 7b 79 87 a6 cd 79 cb 34 92 29 75 27 0b
dc 06 92 0f 25 76 38 5d 91 36 61 ff 5b 38 8f 32
1a 1b 70 90 8b 9c 49 4b ec ef 27 25 ec 20 9f 13
5a 48 96 08 00 c1 1a 2c 02 87 9e cd 73 bc 76 18
0b 95 5b 74 f4 f9 d6 e2 fe fa db 07 69 16 5e 63
40 ca 6a 37 57 34 63 74 e8 75 29 3e 75 30 c2 f7
e2 42 61 35 db f2 ee 13 7d af 57 a8 b2 38 ca a3
09 25 9f 5f 14 99 78 23 32 2f b6 a4 f3 d8 9f 0a

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 11/09/26 20:22:58 - 11/09/26 14:22:58

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.48.18

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 11/09/26 20:22:58 - 11/09/26 14:22:58

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 205590954

Datos estampillados: 8MlINlns9jtYmazVrIw/L3mVc1s=
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aEl once de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Paulina Iglesias

Menéndez, Secretario(a), con adscripción en el Vigésimo Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, hago constar y
certifico que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


